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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE CONOCER INICIATIVAS Y TRAMITAR PROYECTOS DE LEY RELACIONADOS CON LA MUJER Y LA IGUALDAD DE GÉNERO, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar, que aprueba el “Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 6 de octubre de 1999.
BOLETÍN N°2.667-10.
____________________________________
HONORABLE SENADO:

La Comisión Especial Encargada de conocer iniciativas y tramitar proyectos de ley relacionados con la mujer y la igualdad de género informa respecto del proyecto de acuerdo de la referencia, iniciado en mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar.
Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Senado en sesión celebrada el 21 de agosto de 2001, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores. Posteriormente, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités el 25 de septiembre de 2018, la Comisión de Relaciones Exteriores traspasó -con fecha 14 de agosto de 2019- el proyecto de acuerdo para conocimiento de la Comisión Especial Encargada de conocer iniciativas y tramitar proyectos de ley relacionados con la mujer y la igualdad de género.
Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa, por tratarse de un proyecto de artículo único, y acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

OBJETIVO DEL PROYECTO
Reconocer la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, para conocer las denuncias presentadas por personas o grupos de personas, sujetos a la jurisdicción del Estado Parte, que aleguen ser víctimas de una violación de cualquiera de los derechos enunciados en la Convención, o en nombre de esas personas o grupos de personas.
El referido Comité fue establecido en el artículo 17 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, conocida por sus siglas en inglés como CEDAW, instrumento internacional publicado en el Diario Oficial de 9 de diciembre de 1989.

A las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, la jefa de reformas legales del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, señora Carolina Contreras y la asesora, señora Rosario Arriagada. La abogada del Departamento de Tratados y Asuntos Legislativos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señora Daniela San Martín, el asesor de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del mismo Ministerio, señor Gonzalo Muñoz. La Procuradora y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Kristin Straube y señor Daniel Lara. La asesora legislativa de Cuide Chile, señora Andrea Íñiguez. La asesora de la Fundación Jaime Guzmán, señora Antonia Vicencio. El asesor del Instituto Igualdad, señor Sergio Herrera. La coordinadora de CONFAMILIA, señora Elizabeth Milla. El coordinador de Comunidad y Justicia, señor Vicente Hargous y la asesora, señora Daniela Constantino. La Presidenta del Centro Integral PODES, señora Carolina Lillo. La abogada de Corporación Humanas, señora Camila Maturana. Los asesores parlamentarios: de la Senadora Allende, el señor Rafael Ferrada. De la Senadora Aravena, las señoras Francisca Phillips y Sofía Huneeus y el señor Eduardo Méndez. De la Senadora Muñoz, las señoras Valery Ruiz y Andrea Valdés. De la Senadora Von Baer, el señor Juan Carlos Gazmuri. De la Senadora Allende, el señor Alexandre Sánchez. De la Senadora Provoste, la señora Gabriela Donoso y el señor Rodrigo Vega. De la Senadora Órdenes, la señora Paulina Ruz y el señor Francisco Rodríguez.
 
Especialmente invitadas e invitado a la sesión de fecha 30 de septiembre de 2019 concurrieron las siguientes personas:

 
- La señora Alicia Frohmann, experta en comercio internacional y género, consultora CEPAL, profesora de la Universidad de Chile y miembro del foro permanente de política exterior.
 
-La señora Marta Maurás, secretaria ejecutiva del Foro Permanente de Política Exterior; ex-Embajadora y Representante Permanente de Chile ante ONU, otras organizaciones internacionales y la Conferencia de Desarme en Ginebra.
 
-El señor Nicolás Rodríguez, profesor de derecho internacional de la Universidad del Desarrollo y director ejecutivo de Comunidad y Justicia.
 
-La señora Daniela Constantino, Abogada de Comunidad y Justicia.

Especialmente invitadas a la sesión celebrada el 9 de octubre de 2019 concurrieron:

 
-La Directora General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajadora Mariana Durney.

 
-La Jefa de Reformas Legales del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, señora Carolina Contreras.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS
-El Protocolo facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, adoptado por la Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas el 6 de octubre de 1999. 
-La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), ratificada por Chile el 7 de diciembre de 1989.
-El inciso segundo del artículo 5° de la Constitución Política de la República, que establece que el ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, y consagra el deber de los órganos del Estado consistente en respetar y promover tales derechos garantizados en la Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.
II. ANTECEDENTES DE HECHO

El mensaje que da origen a este proyecto de acuerdo fundamenta su propuesta en las siguientes consideraciones.
I.
ANTECEDENTES.
En primer lugar, el mensaje expone que la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) representa la declaración internacional de los derechos de la mujer, y es considerada por los especialistas como la "Carta Magna" en esta materia. Se trata de un instrumento internacional adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1979, y fue ratificado por el Gobierno de Chile el 7 de diciembre de 1989, siendo incorporado al ordenamiento jurídico nacional mediante Decreto Supremo Nº 789, de 27 de octubre de 1989, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de fecha 9 de diciembre del mismo año.

Al mes de abril del año 2000, 165 países habían ratificado esta Convención, entre ellos todos los de América Latina y El Caribe, mientras que, en 2019, 189 países lo han ratificado.
Dicho documento establece que el mero reconocimiento de la condición humana de la mujer no ha bastado para que se garantice la protección de sus derechos mediante las normas y los mecanismos de derechos humanos existente, y reúne, en un único tratado internacional, las disposiciones de instrumentos anteriores de las Naciones Unidas relativas a la discriminación sobre la base del sexo. Se trata, en consecuencia, del principal instrumento jurídico internacional de derechos humanos de las mujeres, de carácter vinculante, que consigna los principios aceptados internacionalmente sobre esta materia, expresando claramente que ellos son aplicables a las mujeres de todas las sociedades.

Agrega que el artículo 17 de la Convención establece la formación de un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, encargado de supervisar la aplicación de sus disposiciones por los Estados Partes, el que se encuentra compuesto por personas expertas en la materia procedentes de 23 países, las que son escogidas por votación secreta, de una lista propuesta por los países que son parte de la Convención, teniendo en cuenta una distribución geográfica equitativa, así como la representación de diferentes civilizaciones y sistemas jurídicos. Las personas que integran el Comité prestan servicios a título personal y no como delegadas o representantes de sus países de origen.
II. Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer
Enseguida, el mensaje expone los antecedentes relativos al Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer.

Al efecto, expone que la Asamblea General de Naciones Unidas, en su quincuagésimo cuarto período de sesiones, aprobó y abrió a la firma, ratificación y adhesión, el Protocolo Facultativo de la Convención, el 10 de diciembre de 1999. Por su parte, el Gobierno de Chile fue el primero en suscribir el Protocolo junto con varios países latinoamericanos y una mayoría de países europeos, rindiendo de esa manera un homenaje a la CEDAW, consecuente con la posición a favor de la igualdad de oportunidades para las mujeres.
Respecto de la necesidad de un Protocolo Facultativo de la CEDAW, el Mensaje expone que, desde el punto de vista del derecho internacional, un protocolo facultativo es un mecanismo jurídico adjunto a una Convención o Pacto, que introduce aspectos no contemplados en estos instrumentos y que queda abierto a la ratificación de los Estados Partes de los mismos. Se trata de un instrumento relevante, considerando que se ha constatado que los mecanismos internacionales existentes para la implementación de la Convención, hasta antes de la aprobación del Protocolo, eran claramente insuficientes.
°
En razón de ello, el artículo 1º del Protocolo dispone que "Un Estado Parte en el presente Protocolo, reconoce la competencia del Comité (Para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer) para recibir y considerar las comunicaciones presentadas", mientras que el artículo 2° establece que las comunicaciones podrán ser presentadas por personas o grupos de personas sujetos a la jurisdicción del Estado Parte, en caso de ser víctimas de una violación de los derechos establecidos en la Convención.
Dicho instrumento, detalla el mensaje, contempla un sistema supervigilancia de la Convención, por lo que coloca a la Convención sobre la Eliminación de toda Forma de Discriminación Contra la Mujer en condiciones de igualdad con otros tratados internacionales que cuentan con tales procedimientos. En efecto, tres de los seis mayores tratados de las Naciones Unidas sobre derechos humanos otorgan a sus organismos de supervisión y monitoreo autoridad para recibir y considerar tales denuncias -denominadas comunicaciones-, específicamente en el caso del Pacto sobre Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, y la Convención contra la Tortura y otros Tratados Crueles, Inhumanos o Degradantes.
Asimismo, el referido instrumento se fundamenta en el principio de la cooperación y se basa en el diálogo y la cooperación entre el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer y los Estados que lo han ratificado. Con este propósito, el artículo 4º establece que el Comité no examinará una comunicación sin antes haber determinado que se han agotado todos los recursos internos disponibles, salvo que sean de tramitación indebidamente prolongada o difícilmente puedan brindar un remedio efectivo.
En cuanto al estado de ratificaciones, al inicio de su tramitación de su ratificación en el Congreso Nacional, sesenta y tres países lo habían suscrito, catorce de ellos latinoamericanos, incluyendo Chile, de modo que, habiéndose cumplido con las 10 ratificaciones previstas para su vigencia internacional, se encuentra en vigor desde el 22 de diciembre de 2000.
III. CONTENIDO DEL PROTOCOLO FACULTATIVO
En este acápite, el mensaje explica que el protocolo facultativo se estructura sobre la base de un Preámbulo, en el cual constan sus propósitos, y 21 artículos.
Respecto del reconocimiento de la competencia del Comité, el artículo 1º consigna el reconocimiento de todo Estado que pase a ser Parte del Protocolo respecto de la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW), a los efectos de recibir y considerar las comunicaciones que se presentan.
En cuanto a los titulares del derecho a presentar comunicaciones, el artículo 2° dispone quienes son las personas o grupos de personas mencionadas en el artículo 1°, lo que constituye una definición relevante, pues si el demandante no reviste la calidad jurídica su presentación deberá ser rechazada por el Comité sin entrar al análisis de las cuestiones de fondo. Así, las personas autorizadas para presentar comunicaciones son las personas físicas y los grupos de personas que sean víctimas de la violación de alguno de los derechos prescritos en la Convención, siempre que se hallen bajo la jurisdicción del Estado Parte en relación al cual se dirige la comunicación, pudiendo actuar por sí mismas o representadas por otros individuos, como abogados o familiares, o por grupos de personas, tales como organizaciones no gubernamentales, descartando que las personas jurídicas pudieran ser consideradas víctimas.
Aunque el texto de este artículo no exige en forma explícita que los representantes de las víctimas estén sujetos a la jurisdicción de un Estado Parte, durante la discusión del Protocolo se acordó que los personeros deberían estarlo, lo que imposibilita la representación de organizaciones no gubernamentales internacionales que no están bajo la jurisdicción del Estado demandado para formular comunicaciones. Asimismo, aunque normalmente se requiere el consentimiento de la víctima para que una comunicación sea presentada en su nombre, se establece una excepción a esta regla si el representante puede "justificar" la falta de consentimiento, tal como ocurriría si se trata de un grupo de personas numerosas, en que no se obtiene el consentimiento de cada una de ellas, o la víctima está impedida de otorgarlo por enfermedad o detención.
En relación a los criterios de admisibilidad formal de las comunicaciones, de acuerdo al artículo 3º, las comunicaciones no pueden ser anónimas y deben presentarse por escrito, y le está vedado al Comité recibir comunicación alguna que concierna a un Estado Parte en la Convención que no sea parte en el Protocolo.
En cuanto a los requisitos de admisibilidad de fondo, se contempla el deber de agotamiento de todos los recursos de la jurisdicción interna, lo que se encuentra consagrado en el numeral primero del artículo 4º, constituyendo un principio contenido en el artículo 2° del Primer Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en la mayoría de los procedimientos de presentación de comunicaciones.
Con todo, el instrumento permite una serie de excepciones a esta regla, cuando sea probable que la tramitación de los procedimientos se prolongue injustificadamente o no sea probable que brinde por resultado un remedio efectivo.
En cuanto a otros criterios de inadmisibilidad, el protocolo contempla otros requisitos tales como la duplicación de procedimientos, la improcedencia por incompatibilidad con el texto de la Convención, la falta de fundamento, el abuso de derecho, y la irretroactividad en relación a la fecha de entrada en vigencia.
En lo que atañe a las medidas provisionales cautelares, el artículo 5° se refiere a una etapa previa al examen de una comunicación recibida por el Comité, en la que, antes de decidir sobre su admisibilidad, podrá pedir al Estado Parte interesado la adopción de medidas provisionales que eviten posibles daños a la víctima o víctimas de la supuesta violación denunciada, lo que no implica juicio alguno sobre la admisibilidad o el fondo de la comunicación.
Enseguida, el mensaje se refiere a las etapas del procedimiento de comunicaciones.
La primera de ellas, contenida en el artículo 6°, consiste en que el Comité pone confidencialmente en conocimiento del Estado Parte interesado la comunicación recibida antes de decidir sobre su admisibilidad, siempre que la o las personas interesadas consientan en que se revele su identidad al Estado Parte. Dicho trámite tiene por propósito que el Estado Parte, en el plazo de seis meses, pueda exponer por escrito sus explicaciones y las medidas correctivas adoptadas, lo que resulta coherente con el artículo 3° del protocolo, que no acepta la posibilidad de comunicaciones anónimas.
En una segunda etapa, de acuerdo al artículo 7°, el Comité examina el fondo del asunto, manifiesta su opinión y emite sus recomendaciones, lo que implica la actuación de este órgano tomando en consideración toda la información que por escrito le han hecho llegar tanto el demandante como el Estado Parte. Asimismo, dispone que la información sobre las medidas que el Estado Parte interesado decida tomar a raíz de las recomendaciones hechas por el Comité debe ser enviada mediante una respuesta escrita al Comité en el plazo de seis meses, mientras que cualquier información adicional relativa a dichas recomendaciones puede ser presentada por el Estado Parte a sugerencia del Comité, y si éste así lo estima procedente, puede incluirse en los informes periódicos futuros que presente el Estado Parte de acuerdo al artículo 18 de la Convención.
Luego, dispone que las opiniones y recomendaciones del Comité, con las que culmina el procedimiento de comunicaciones, deben cumplirse por el Estado Parte interesado de buena fe, pero no son vinculantes ni tampoco se traducen en algún tipo de sanción para este último si las desconoce.
Enseguida, en cuando al procedimiento de investigación, los artículos 8º, 9º y 10 dan cuenta de otro mecanismo de supervisión diferente al "procedimiento de comunicaciones" reglamentado en los artículos anteriores Protocolo, consistente en el "procedimiento de investigación".
En tal procedimiento no es necesaria la intervención de la víctima, y permite que las violaciones graves o sistemáticas pueden ponerse en conocimiento del Comité por cualquier persona u organismo que le entregue información al respecto, sin que se requiera tampoco el agotamiento previo de los recursos jurisdiccionales internos. Desde el punto de vista de la protección y garantía de la vigencia de los derechos humanos, este mecanismo constituye un avance en el sentido que se refiere a la denuncia de "violaciones graves" (severas) o violaciones sistemáticas (frecuentes o que son parte de un plan o política) de los derechos contemplados en la Convención, en la que no es necesaria la intervención de la víctima.
El procedimiento, en lo que atañe a la intervención del Estado Parte, permite que, una vez presentada la información, el Comité comienza el procedimiento, propiciando la colaboración del Estado Parte mediante la invitación a que presenten observaciones relativas a la información. Analizadas tales observaciones, junto a la información fidedigna de que disponga, el Comité, si lo estima procedente, inicia el proceso de investigación, lo que puede incluir una visita al territorio del Estado Parte, si éste así lo consiente.
Al igual que en el "procedimiento de comunicaciones", las conclusiones de la investigación, las observaciones y recomendaciones del Comité deben ser comunicadas al Estado Parte para que, en el plazo de seis meses, haga sus propias observaciones e informes sobre cualquier medida tomada a raíz de la investigación. Del mismo modo, el artículo 9º abre la posibilidad de hacer un seguimiento de las medidas adoptadas por el Estado Parte, a través de su inclusión en el informe periódico que cada cuatro años, éste debe presentar.
A continuación, dentro de los aspectos de procesales, el mensaje expone lo relativo al “Procedimiento 1503", considerando que, como Estado Parte del sistema de Naciones Unidas, Chile está sometido a la posibilidad de ser afectado por otro procedimiento de comunicaciones relativas a violaciones manifiestas de derechos humanos de carácter sistemático. Así, y con rasgos similares al establecido en la Convención, en cuanto a que es también de carácter confidencial, este procedimiento no examina denuncias individuales y no es necesario que el informante sea víctima por lo que tampoco se le considera parte de su tramitación.
A diferencia del "procedimiento de investigación", el Mensaje describe que el “Procedimiento 1503”, además, es un mecanismo de supervisión general que no se circunscribe a determinadas violaciones de derechos humanos amparadas por un instrumento internacional específico, como es el caso del Protocolo.
Sin embargo, describe que es menos eficaz, por una parte, porque exige como criterio de admisibilidad de la comunicación el agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, y, por la otra, porque tiene varias fases en las que intervienen una variedad de órganos de Naciones Unidas que tornan la tramitación larga y complicada, además que no hace posible el seguimiento de las medidas tomadas por el Estado Parte para subsanar la situación denunciada.
En este sentido, describe que la instauración del mecanismo mencionado en el artículo 8° es un avance en el perfeccionamiento de los órganos de supervisión y un importante logro para la protección de los derechos de la mujer, pues, en lo que se refiere a investigaciones de violaciones sistemáticas de derechos humanos específicos, dicho mecanismo tiene como único precedente la posibilidad de investigaciones que establece la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles Inhumanos o Degradantes (artículo 20), vigente en el país.
En materia de una cláusula de exclusión, el artículo 10, con el fin de facilitar la adopción del Protocolo por parte de países que tienen graves problemas de derechos humanos, establece una cláusula de exclusión que permite, al momento de firmar o ratificar el instrumento, declarar que "no se reconoce la competencia del Comité, prescrita en los artículos 8 y 9 (procedimiento de investigación)".
En lo que respecta a la adopción de medidas de protección por el Estado Parte, el artículo 11 obliga a los Estados Partes a adoptar medidas que protejan de presiones -motivadas por la existencia de comunicaciones que reciba el Comité- a las personas que se hallen bajo su jurisdicción.
Enseguida, incluye disposiciones finales que, en general, contiene normas de carácter administrativo relativas a la elaboración de un reglamento interno; a la firma, ratificación, adhesión, enmiendas y denuncia del presente Protocolo; a los plazos de su vigencia para Naciones Unidas y para el Estado Parte que ratifica; todas ellas similares a las contempladas en otros tratados internacionales de derechos humanos.
Dentro de ellas, en lo que respecta a la publicidad de la Convención, del Protocolo, y de las recomendaciones y observaciones del Comité, el artículo 13 establece el compromiso que adquiere el Estado Parte de dar publicidad a la Convención, al Protocolo, a las recomendaciones y observaciones del Comité, con lo que se busca salvar la falta de información que afecta a diferentes sectores sociales de los Estados Partes, en especial a los más desprotegidos que habitualmente ignoran los derechos que los protegen.
En el mismo acápite, se contempla la prohibición de reservas, lo que resulta demostrativo de otro de los avances en materia de protección internacional de los derechos humanos. Al efecto, prohíbe expresamente hacer reservas respecto a alguna de las disposiciones del presente Protocolo, lo que no está contemplado en procedimientos de comunicaciones anteriores como los del Primer Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial y la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.  Dicha prohibición es consecuente con lo prescrito en el artículo 19 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, que permite las reservas a menos que sean prohibidas por el tratado en cuestión o incompatibles con el objeto o el fin del mismo, salvo en lo que dice relación con el referido artículo 10 del protocolo.
iV. Comentarios finales del mensaje
A modo de conclusión, el mensaje afirma que desde 1990 en adelante, Chile ha suscrito y ratificado varios tratados de derechos humanos, por lo que ha adquirido nuevas obligaciones internacionales, como los de informar periódicamente a los órganos creados por los tratados sobre el cumplimiento de las normas contenidas en éstos; incorporar el derecho internacional de los derechos humanos en el ordenamiento jurídico interno; y responder a las comunicaciones individuales presentadas en contra del Estado por violaciones a los derechos humanos ante órganos del sistema internacional y del interamericano (Comité de Derechos Humanos y Comisión Interamericana de Derechos Humanos), lo que refleja el grado de inserción en la comunidad internacional que Chile ha decidido tener.
En ese contexto, describe que la ratificación del Protocolo, en cuya elaboración Chile ha tenido una activa participación, se inserta en el contexto señalado y permite avanzar en el compromiso de hacer efectivos derechos establecidos en el Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, destinada a lograr la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, sobre todo considerando que el instrumento constituye el primer procedimiento de reclamaciones de género de carácter internacional y desarrolla y perfecciona mecanismos similares vigentes en el país.

-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR
El texto aprobado por la Cámara de Diputados, y por la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado, mediante un artículo único, aprueba el "Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer", adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 6 de octubre de 1999.
Dicho instrumento, mediante 21 artículos, reconoce la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer para conocer las denuncias presentadas por personas o grupos de personas que aleguen ser víctimas de una violación de cualquiera de los derechos enunciados en la Convención, o en nombre de esas personas o grupos de personas. Asimismo, contempla los requisitos que deberán cumplir tales denuncias y su procedimiento de tramitación.
SESIÓN EFECTUADA EL 30 DE SEPTIEMBRE DE 2019


En la primera sesión dedicada al estudio del Protocolo facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, la Comisión Especial recibió en audiencia a especialistas sobre la materia.
Alicia Frohmann, experta en comercio internacional y género, consultora CEPAL, profesora de la Universidad de Chile y miembro del Foro permanente de política exterior.


La señora Alicia Frohmann recordó que la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer fue aprobada en la Organización de las Naciones Unidas el año 1979 y promulgada y publicada en Chile en las postrimerías del año 1989.

Destacó su carácter de pieza fundamental en la reorientación, internacionalmente acordada, hacia una concepción universal de los derechos humanos, que nace en la segunda mitad del siglo XX, luego de los horrores de la segunda guerra mundial y el holocausto, y en pleno proceso de descolonización.

También recordó que el documento fundante de la Convención fue la Declaración Universal de los Derechos Humanos del año 1948, de cuyos principios se nutre la CEDAW, que es el documento jurídico internacional más importante en la historia de la lucha contra todas las formas de discriminación contra las mujeres.


A la fecha, puntualizó, prácticamente todas las normas legales de Chile sobre la eliminación de la discriminación contra las mujeres están basadas en las disposiciones de la CEDAW y la adhesión a esta Convención forma parte de varios otros tratados internacionales de Chile e incluso está incluido en tratados de libre comercio, como el TLC Chile-Canadá y los TLC Chile-Uruguay, Chile-Argentina y Chile-Brasil.


La señora Alicia Frohmann reiteró que los derechos consagrados en la Convención son actualmente parte de la legislación chilena.


En lo que concierne al Protocolo Facultativo de la Convención, indicó que incluye los mecanismos para hacer efectivos los derechos consagrados en la norma fundante, que fue suscrito por Chile el año 1999 y el trámite de la ratificación se inició en la Cámara de Diputados, en enero de 2001, con un mensaje del Presidente de la República. La Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados aprobó el Protocolo el mismo año 2001, ratificándolo posteriormente la Sala de dicha Cámara.

En cambio, agregó, en el Senado el trámite legislativo se trabó, ya que la Comisión de Relaciones Exteriores retomó el análisis solo este año 2019, teniendo como resultado la aprobación unánime del Protocolo, con los votos de los Senadores señores Guillier, Insulza, Lagos, Moreira y Ossandón.

Informó que en la actualidad 102 Estados han ratificado el Protocolo Facultativo y en América del Sur solamente faltan Chile, Guyana y Surinam.

A continuación, la señora Alicia Frohmann expresó las razones que fundamentan la necesidad de contar con este Protocolo Facultativo, resaltando en primer lugar que se ha visto, a lo largo de nuestra historia de mujeres, que muchas veces las leyes que consagran derechos no son suficientes para lograr que los derechos se hagan efectivos. Por ejemplo, la ley de sufragio femenino de 1949, que consagró el derecho a emitir el voto y a ser elegidas; sin embargo 65 años después se dictó la ley que creó las condiciones para que la participación de las mujeres en cargos electivos fuera más amplia y más efectiva.

El Protocolo Facultativo, entonces, es un mecanismo para hacer efectivos los derechos de las mujeres y para que ellas sean escuchadas cuando los derechos no se aplican.

Luego, explicitó que el Protocolo Facultativo es un tratado internacional que no establece nuevos derechos, sino que mejora o incrementa los mecanismos ya existentes para hacer efectivos los derechos consagrados en la Convención; aumenta las facultades del Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra Mujer, que ya había sido establecido en la misma Convención, para poder supervisar la aplicación de ésta. En el Comité participan 23 expertos independientes de distintos países del mundo.


Manifestó que se crean dos nuevos procedimientos, el de comunicaciones y el de investigación. El procedimiento de comunicaciones permite al Comité recibir, de una persona o de grupos de personas que están bajo la jurisdicción de un Estado Parte, peticiones relacionadas con violaciones de los derechos consagrados en la Convención. Tras recibir información del Estado Parte al que se le imputa una determinada violación de derechos, el Comité puede emitir opiniones y recomendaciones. Estas últimas son relevantes, porque permiten hacer efectivos los derechos de las mujeres, pues indicarán la o las acciones que debe realizar el Estado, pudiendo éstas consistir en una reparación, una indemnización o rehabilitación para la víctima.


En cuanto al procedimiento de investigación, señaló que permite al Comité indagar sobre violaciones graves o sistemáticas cometidas por un Estado Parte y, una vez que haya recibido información del Estado en cuestión, podrá emitir recomendaciones en las que indicará las acciones a realizar por el Estado Parte, tanto para poner fin a las violaciones en desarrollo como para impedirlas en el futuro.

Marta Maurás, secretaria ejecutiva del Foro Permanente de Política Exterior; ex-Embajadora y Representante Permanente de Chile ante ONU, otras Organizaciones Internacionales y la Conferencia de Desarme en Ginebra.


La señora Marta Maurás quiso dejar constancia que el Protocolo Facultativo es un recurso complementario al orden jurídico de cada Estado Parte y en nuestro caso a la legislación chilena, de modo que no los suplanta.

Aún más, indicó que el uso del Protocolo Facultativo en general no es frecuente, pero observó que posibilita tener una mirada crítica desde los instrumentos y jurisprudencia internacional sobre la legislación nacional de que se trate. Consecuentemente, señaló, es un apoyo para ir entendiendo cómo mejorar y cómo reforzar la institucionalidad jurídica.

Resaltó que nuestro país ha ratificado todos los tratados referidos a derechos humanos, faltando solamente la ratificación del Protocolo Facultativo de la CEDAW y el Protocolo Facultativo del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

El Protocolo en comento abre la posibilidad, una vez agotados todos los recursos y acciones internas, de que las personas puedan levantar quejas ante los organismos internacionales. Desde 2015 a 2019, Chile ha dado seis exámenes ante instancias internacionales.


En materia de aplicación del Protocolo Facultativo informó que desde el año 2012 se han presentado 44 quejas respecto de la Convención de los Derechos del Niño, de las cuales 11 provienen de América Latina y 19 desde Europa, en este último caso la mitad surgen en España y todos se relacionan con el procedimiento de determinación de la edad de los migrantes. 


Explicó que normalmente las personas que formulan quejas prefieren efectuarlas ante las instituciones regionales; en el caso de América Latina ante el Comité Interamericano de Derechos Humanos y posteriormente ante la Corte de Derechos Humanos. En el caso de Europa, ante la Corte Europea de Derechos Humanos. Opinó que en general los órganos de las Naciones Unidas se sienten como más lejanos por las personas que se deciden a presentar quejas.

En materia de admisibilidad de las quejas, indicó que el sistema y el procedimiento de admisibilidad es estrictamente riguroso y, en el caso de las Naciones Unidas, es uno solo, la Oficina de Órganos de Tratados que se ubica en la Oficina de la Alta Comisionada de Derechos Humanos, que examina todas las quejas que son presentadas ante los Protocolos Facultativos.

Añadió que el procedimiento que se aplica conlleva un diálogo permanente con el Estado Parte involucrado en cada etapa del examen de admisibilidad.


Específicamente sobre el Protocolo Facultativo de la CEDAW señaló que Cuba y Colombia lo han ratificado con reservas sobre el tema de la investigación, artículos 8 y 9. Otros países no lo han ratificado y ellos son Zimbabue, Corea del Norte, República Democrática del Congo y varios países musulmanes.

A continuación, retomó el tema de los exámenes que ha rendido Chile y mencionó el acaecido ante el Comité de la CEDAW en febrero de 2019, oportunidad en que concurrieron cuatro Ministros de Estado y la Subsecretaria de Derechos Humanos que lograron el reconocimiento del Comité, instancia que manifestó su extrañeza por no haberse ratificado todavía el Protocolo Facultativo.

Informó que desde el año 2012 nunca ha llegado al Comité de Derechos del Niño, haciendo uso del Protocolo Facultativo, una queja referida a Chile. Solamente se llevó a cabo una investigación por el Comité sobre los Centros de Reparación Especializada de Administración Directa (CREAD) del SENAME, la que surgió de una petición efectuada por la ex Diputada Nogueira.

Subrayó que el Comité no puede actuar de oficio, sino que debe existir una queja y ésta ser admitida para que el Comité inicie sus labores.


Finalmente, manifestó que la aprobación del Protocolo Facultativo es una deuda con las mujeres de Chile y aludió al último informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que señala la discriminación y violencia contra las mujeres como uno de los problemas más graves y acuciantes en América Latina, que denotan la persistencia de los abusos de poder respecto de las mujeres.
COMENTARIOS Y CONSULTAS


La Senadora señora Allende destacó la exigencia del texto del Protocolo de tener que existir un requerimiento o queja y haber sido admitidos para que el Comité inicie su accionar, una vez comprobado que se agotaron todos los recursos de la jurisdicción interna del Estado de que se trate.


Asimismo, quiso corroborar -con las invitadas- que todas las materias de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) han sido legisladas en nuestro país.


También consultó si las conclusiones del Comité, al finalizar su investigación, son vinculantes, porque las dudas y temores que se han manifestado durante estos largos años de tramitación en el Congreso Nacional giran en torno principalmente a una posible cesión de soberanía y la imposición de determinadas políticas como el establecimiento del aborto libre.

La Senadora señora Allende expresó su deseo de que se logre una aprobación rápida del Protocolo Facultativo, porque le parece totalmente contradictorio haber logrado avances importantes en la legislación relativa a la mujer y no adoptar la decisión de sancionar en forma favorable dicho protocolo.

La Senadora señora Von Baer manifestó que podría ocurrir que la legislación nacional no esté cumpliendo con la Convención publicada el año 1989 y que se efectúe un reclamo por ello, y preguntó si el Comité podría emitir una recomendación o una opinión respecto de la necesidad de generar un cambio legislativo en el país para adecuarse a la Convención.

Además, consultó si es factible efectuar una reserva sobre el Protocolo. Por otro lado, quiso saber si efectuada una queja ante el Comité y éste emite una recomendación, qué efectos tendría para el país, porque si en la realidad no implica consecuencias, podría entenderse que no es necesaria la existencia del Comité.

Luego, preguntó cuáles son los temas sobre los cuales emite opiniones o recomendaciones el Comité.


La Senadora señora Provoste opinó que debe situarse en la discusión del Protocolo Facultativo la consecuencia durante muchos años de poder avanzar en el eliminar toda forma de discriminación contra las mujeres, porque Chile ratificó la Convención el año 1989, en dictadura, pero respecto del Protocolo se evidencia que hay un sector que no cree que efectivamente exista igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.


Agregó que claramente existe una deuda pendiente no solo con las mujeres, sino también la deuda de que la sociedad debe practicar otros valores y no que tengan supremacía la violencia y la discriminación, que han impedido entre otras cosas la aprobación del Protocolo Facultativo.

Recordó que una de las sugerencias emitidas por la CEDAW a nuestro país dice relación con la consagración en la Carta Fundamental de la igualdad entre hombres y mujeres, y la constatación de que tales sugerencias no son baladí, lo que ha significado que el actual Gobierno sin tenerlo en su programa ha presentado proyectos de ley para incorporar una de las recomendaciones de la CEDAW.


Seguidamente, indicó que la Convención no dice nada sobre derechos de las mujeres que integran las Fuerzas Armadas, en circunstancias que sí existen situaciones de discriminación, como también respecto de los abusos en el ámbito de la educación superior, pero sí la legislación interna ha demostrado preocupación por dicha realidad. En consecuencia, preguntó si la Convención permite una retroalimentación desde los Estados.
 
En respuesta a las inquietudes manifestadas, la señora Alicia Frohmann se refirió al valor de los exámenes que lleva a cabo el Comité y puso como ejemplo casos fuera del ámbito de los derechos humanos, como es el referido al examen de política comercial en la Organización Mundial de Comercio.

El examen de política comercial toma como base que los distintos acuerdos de la OMC han sido incorporados a la legislación nacional, al igual que ocurre con otros tratados internacionales y constituye una oportunidad para los países de escuchar y captar cómo los están viendo.

En cuanto a Chile, opinó que los diversos exámenes han sido muy útiles en los procesos de negociación de acuerdos comerciales.


Por su parte, la señora Marta Maurás sobre la consulta de la exhaustividad de la legislación chilena en materias de la CEDAW, recordó que esta Convención no contempla dimensiones de la vida que se han puesto en cuestión en nuestra sociedad, pero es innegable que Chile ha avanzado enormemente en materia de respeto y protección de los derechos de las mujeres, pero no ha superado prejuicios en lo que concierne a la violencia contra las mujeres, que no sólo es una dimensión legislativa, sino que engloba la cultura, la educación y la base patriarcal de la sociedad chilena.

La Senadora señora Allende quiso dejar constancia de que el país va en la línea correcta, porque existe la preocupación en el área de la legislación de modificar estructuras como, por ejemplo, el tema de la administración de la sociedad conyugal.


La señora Marta Maurás -en respuesta a la inquietud de la Senadora señora Von Baer- explicó que cuando el Comité admite una queja lo hace respecto tanto de la legislación nacional como del articulado de la Convención. 


Añadió que el Comité en sus recomendaciones sí puede sugerir modificaciones legislativas, si es que el estado de la legislación del país en cuestión no responde al contenido de la Convención y ello no ocurre al momento de la queja, sino que cuando el Estado presenta su informe sobre la aplicación de la Convención.

Recalcó que el procedimiento establecido en el Protocolo genera un diálogo, y las recomendaciones provocan el mejoramiento de la institucionalidad y el ordenamiento, también se activa un proceso de comparación de estándares internacionales y, además, las recomendaciones son educativas y entregan poder a las personas, ya que éstas pueden comprender de mejor manera cuáles son los derechos que están reclamando.

Informó que el Protocolo Facultativo no permite reservas y así lo dice expresamente el artículo 17, pero la práctica ha establecido la introducción de interpretaciones o declaraciones interpretativas, por ejemplo, Cuba y Colombia ratificaron el Protocolo con una declaración en cuanto que el procedimiento de investigación no se les aplicará.


En lo que atañe a nuevas formas de discriminación que se han ido evidenciando, indicó que el sistema universal de Derechos Humanos es un cuerpo de obligaciones de los Estados que ratifican y, a la vez, es un cuerpo de interpretaciones de la legislación a medida que va modernizándose el entendimiento de los derechos, y el Comité realiza dichas interpretaciones.
Nicolás Rodríguez, profesor de derecho internacional de la Universidad del Desarrollo y director ejecutivo de Comunidad y Justicia.

 
El profesor señor Nicolás Rodríguez inició sus palabras haciendo mención del día 6 de marzo 2001, fecha en que ingresó a tramitación al Congreso Nacional el proyecto de acuerdo referido al Protocolo Facultativo del CEDAW, resultando despachado por la Cámara de Diputados en menos de un semestre. En el Senado transcurrieron 18 años para que la Comisión de Relaciones Exteriores le diera su aprobación y se enviara a la Comisión de la Mujer y la Igualdad de Género.

Opinó que la pregunta que debiera hacerse es ¿por qué se dejó transcurrir dicho espacio de tiempo? Y llamó la atención al hecho de que no fue impulsada la aprobación del Protocolo, en circunstancias que se inició su tramitación en el Gobierno de Ricardo Lagos, luego fue elegida la Presidenta Michelle Bachelet, a continuación gobernó el Presidente Piñera, seguido de la Presidenta Bachelet hasta el día de hoy que ejerce su mandato Sebastián Piñera. 

Puntualizó que el resultado que se puede desprender de todos esos años, con gobiernos de diferentes sectores políticos, es que no ha existido una real voluntad política para lograr un acuerdo.


Enfatizó que deben analizarse los reales efectos políticos y los efectos jurídicos que se derivarían de la aprobación del Protocolo Facultativo, adelantando que su opinión es la de rechazarlo, manteniendo la sujeción a la Convención.

Añadió que las razones para oponerse al Protocolo Facultativo son las siguientes:


- Se presenta como un organismo promovedor de los derechos humanos, objetivo en el que todos coinciden, pero advirtió ¿a qué costo?


- El artículo 5° de la Constitución Política ordena a los órganos del Estado respetar y promover los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana garantizados por la Constitución y por los tratados internacionales ratificados por Chile y, en la Convención nada se dice del derecho al aborto libre, pero el Comité sí lo ha propuesto.


- En la actualidad, nuestro país no le ha reconocido al Comité mayores atribuciones, pero éste no ha escatimado en efectuar recomendaciones a Chile, como es el caso del año 2018, en que se sugirió el aborto libre, la aprobación del matrimonio homosexual y legislar sobre la adopción por parte de parejas del mismo sexo, entre otras. Al respecto, subrayó que la adopción de tales políticas depende del debate que se produzca en el Congreso Nacional.

- Hay opiniones sobre el carácter de las recomendaciones del Comité, en el sentido que no serían una presión que se ejerce sobre un Estado determinado, pero la historia de Chile enseña que en materia de recomendaciones es un país deferente y normalmente las cumple. Sin embargo, si se aprobare el Protocolo, la deferencia quedaría atrás, porque Chile tendría que cumplir las obligaciones derivadas de una fuente subsidiaria de derecho internacional.


- El Protocolo no reconoce las diferencias socioculturales regionales, las diferentes realidades nacionales y los pareceres de la voluntad soberana de las naciones. 

- Las recomendaciones del Comité a nuestro país denotan un claro exceso de atribuciones, a pesar de que Chile todavía no lo ratifica. Así es, que el Comité ha invitado a crear ministerios y servicios públicos, ha ordenado la dictación de ciertas leyes y ha recomendado sobre los derechos económicos sociales y culturales. En consecuencia, es indiscutible que el Comité se inmiscuye en materias propias de la soberanía chilena al exigir cambios en la legislación, cambios en los reglamentos e incluso cambios de carácter judicial, materias que dependen única y exclusivamente de la deliberación nacional.

- Aun más, las propuestas del Comité irrogan gastos al presupuesto del país, por ejemplo, crear un ministerio o un servicio público.


- La mantención del Comité requiere un pago anual de cada uno de los países que han ratificado el Protocolo Facultativo.


El profesor señor Nicolás Rodríguez recalcó que las recomendaciones del Comité implican políticas públicas que corresponde sean discutidas en el Congreso Nacional y no que sean decididas por un organismo internacional, que, por lo demás se excede en sus atribuciones, sin mencionar, advirtió, las posibles nuevas interpretaciones que se realicen por el Comité sobre el contenido de la Convención.


Preguntó ¿qué busca el Protocolo Facultativo?, y recordó las palabras de la señora Alicia Frohmann en el sentido que busca ampliar el alcance de los derechos, lo que -opinó- significa que se sabe lo que firmó el país, pero no se sabe qué se dirá en el futuro.


Agregó que, de rechazarse el Protocolo Facultativo, el Comité mantendría sus facultades actuales de efectuar recomendaciones, y Chile continuaría actuando con deferencia, cuidando nuestra soberanía y el debate público que debe encauzarse en el Congreso Nacional.


En caso de ser aprobado el Protocolo Facultativo, sin hacer ninguna declaración interpretativa o prevención, comentó que el Comité podría constituirse en un órgano cuasi jurisdiccional, esta última expresión utilizada por el mismo Comité, porque conocería de las denuncias realizadas conforme a la normativa del Protocolo.


Manifestó que una declaración interpretativa por parte del Gobierno no evitaría los riesgos asociados a la aprobación del Protocolo, puesto que tal declaración es unilateral y tiene por objeto precisar o aclarar el sentido o alcance de un tratado internacional o de alguna de sus disposiciones.

Ahondó en la distinción entre reserva y declaración interpretativa y señaló que, si una declaración interpretativa parece ser una reserva, será entendida como una reserva, pero hay determinadas convenciones o protocolos que prohíben las reservas, por lo que dicha declaración -reserva va a carecer de validez. Justamente el Protocolo en su artículo 17 prohíbe explícitamente las reservas.


Agregó que el Ejecutivo podría redactar una declaración interpretativa más completa, estableciendo limitaciones al Comité no sólo respecto al derecho a la vida y que tuviera en consideración la interpretación evolutiva del Comité. 


Indicó que podría incorporarse una declaración de no reconocimiento de competencias del Comité, conforme al artículo 10 del Protocolo Facultativo, pero en su opinión tampoco es una solución, ya que sólo se refiere a los artículos 8 y 9, y según este último artículo podría dejarse sin efecto la declaración en cualquier momento.

Finalmente, subrayó que no es conveniente aprobar el Protocolo Facultativo, porque la manera de dar cumplimiento al respeto de los derechos esenciales que emanan de la persona humana y a los conflictos socio culturales es por medio de políticas públicas, cuyo debate -para mantener la independencia política del país- debe producirse en el Congreso Nacional.

-------

 
La Senadora señora Provoste dijo estar leyendo el informe de recomendaciones del Comité y quiso saber en qué página se recomienda el aborto libre y el matrimonio homosexual, porque lo que sí se menciona en la página 23 es que “al Comité le preocupa profundamente que siga habiendo legislación que discrimina a la mujer en lo que se refiere a la administración de los bienes matrimoniales” y reitera su preocupación de que “se encuentra pendiente desde el año 1995 la reforma legal sobre esta cuestión”, y luego el Comité en la página 49 señala que “dando cumplimiento a las recomendaciones efectuadas por el Comité con fecha 22 de octubre del año 2015, entró en vigencia la ley 20.830 que crea el acuerdo de unión civil. El principal objetivo de esta normativa es regular las relaciones de vida y bienes de las personas unidas en convivencia que no tienen vínculo matrimonial incorporando a aquellas personas del mismo sexo”. También se habla en el informe, en la página 77, del acuerdo de unión civil que es parte de la presentación que hace la delegación.

El profesor se comprometió a enviar un documento sobre la materia.


La Senadora señora Muñoz advirtió que el actual Gobierno sólo demuestra preocupación por una posible pérdida de soberanía en materias medioambientales y en materia de derechos de las mujeres, porque respecto de otros tratados internacionales la soberanía se deja de lado y es del caso que el 90% de los derechos de agua en Chile son de propiedad de entes transnacionales.
-------


Enseguida, hizo uso de la palabra la señora Daniela Constantino Llaven, Abogada de Comunidad y Justicia.
 



En primer lugar, señaló que en los últimos meses se ha generado un debate –ciertamente controvertido, tanto en el Senado como en la opinión pública en general– respecto de la ratificación del Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (“Protocolo Facultativo CEDAW”). Algunos sectores argumentan que, pese a los avances en materia de equidad de género, es necesario que Chile ratifique el Protocolo Facultativo CEDAW para una consecuente defensa y promoción de los derechos de las mujeres. Sin embargo, la práctica a nivel nacional e internacional nos demuestra lo contrario: Chile no debería ratificar el Protocolo Facultativo CEDAW. 




Su aseveración la fundamentó de la siguiente manera:

 



-La práctica a nivel internacional ha demostrado que la ratificación del Protocolo facultativo CEDAW no es la opción más adecuada para la defensa y promoción de los derechos de las mujeres a nivel nacional. El impacto de un tratado internacional puede ser medido de dos maneras: por su aceptación o por su implementación
. Respecto de la primera, actualmente, de acuerdo con datos del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los derechos humanos, 187 Estados son parte de la Convención CEDAW. En contraste, únicamente 112 Estados son parte del Protocolo facultativo CEDAW, 13 Estados han firmado el Protocolo pero no lo han ratificado y 72 Estados no han firmado ni ratificado el Protocolo (entre los cuales destacan Japón, China y Estados Unidos, por ejemplo)
. Lo anterior nos podría llevar a considerar que el Protocolo ha tenido un importante nivel de aceptación a nivel internacional, sin embargo, respecto de su implementación, existen diversas críticas. Una evaluación llevada a cabo por el Ministerio de Justicia del Reino Unido en el año 2008 hizo las siguientes observaciones: 1) que el razonamiento del Comité era imprevisible, 2) que no había tenido un impacto en la formulación de políticas y, 3) que a pesar de las previsiones, el uso del Protocolo por parte de organizaciones no gubernamentales había sido más limitado de lo que en un principio se hubiera esperado y sólo raramente se había utilizado el derecho de denuncia
. También encontró que había habido algún éxito limitado respecto de la aplicación del Protocolo, destacando la importancia de las políticas efectivas para proteger a las mujeres de la violencia doméstica y de la esterilización forzosa, pero que fuera de estas áreas, el Protocolo “no había llevado a un avance en la promoción de los derechos de la mujer”
.

 



Por otra parte –tomado en consideración los antecedentes a la creación de la Declaración Universal de Derechos Humanos (“DUDH”), la cual es considerada como el fundamento de las normas internacionales sobre derechos humanos–, si bien en un principio los órganos de tratados de Naciones Unidas fueron creados con la intención de aplicar las distintas convenciones sobre derechos humanos de manera más efectiva y prevenir, con ello, futuras violaciones a los derechos humanos perpetradas por los Estados, la realidad es que hoy en día dichos órganos se han alejado drásticamente de su posición de “facilitador” o “garante” de estas convenciones y han comenzado a ejercer un rol más enérgico e invasivo, imponiendo sus propias interpretaciones de la Convención, las cuales con frecuencia se generan de manera deliberada y arbitraria, sin tomar en consideración el contexto cultural y social de todas las naciones miembro de la ONU. Si bien la intención del protocolo y su lenguaje, en principio, no parecen ser nocivos, su lenguaje es amplio y poco preciso, lo que exige un importante trabajo interpretativo por parte del comité para determinar el contenido y alcance de sus disposiciones y la aplicación de las mismas a los casos concretos.

 



En la actualidad, estos Comités, lejos de defender y promover la defensa de los derechos humanos, se han abocado a la misión de imponer una visión única en la forma de percibir y ejercer los derechos humanos en todo el mundo. La cuestión radica en que esta visión limitada contempla, en su mayoría, únicamente el contexto y la realidad social de los países Occidentales, la cual dista drásticamente de la realidad social y cultural que se vive en el resto del mundo. El principal problema de atribuirle tantas facultades a estos órganos radica en el hecho de que siguen una agenda marcada por ellos mismos, la cual pretende “homologar” una visión única sobre los derechos humanos en el mundo y fracasa completamente en la ejecución de su tarea principal: analizar a fondo cuál es la situación de derechos humanos que se vive en cada Estado (con un análisis caso a caso), en su contexto social, cultural, político y económico, para poder, consecuentemente, formular recomendaciones específicas, caso por caso, que se adecúen a las circunstancias de cada país y que realmente busquen brindar soluciones de fondo a los problemas a los que se enfrentan las mujeres al momento de ejercer o hacer vales sus derechos. Los Comités de derechos humanos no pueden seguir considerando que lo que resulta mejor para un país en materia de derechos humanos, Francia, por ejemplo, es lo que debería implementarse en otro, como Irlanda. Francia e Irlanda son dos países que, si bien son occidentales, contemplan realidades sociales y culturales completamente distintas.

 



-En los últimos años, los distintos órganos de tratados de la ONU realizan mayor frecuencia actos ultra vires, es decir, actos que se alejan del mandato que originalmente les fue conferido. Un ejemplo claro de ello es la redacción del comentario general número 36 sobre el derecho a la vida, del comité de derechos humanos, en el cual una fracción importante de Estados, académicos y distintas organizaciones de la sociedad civil se manifestaron en contra de la proposición del comité sobre establecer como limitante al derecho a la vida la eutanasia y el aborto. Sin embargo, en la redacción de este comentario general, el Comité decidió ignorar dichas posturas y redactar el comentario general a su conveniencia. Otro ejemplo clave es lo ocurrido en la Sesión 114 del mismo Comité, en donde mientras se discutía el contenido y alcance del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, la delegación del Estado de Canadá se pronunció en contra de las interpretaciones que en ese momento el Comité estaba haciendo respecto del pacto, a lo cual el presidente del Comité, Fabian Salvioli, en su presentación final, dijo que los que tenían la palabra final sobre cómo se tenía que interpretar el Pacto eran los miembros del Comité y no los Estados parte. En ese sentido, cabe destacar que en el año 2001 el Comité de Derechos Humanos decidió que podía examinar el historial de derechos civiles y políticos de un país, aunque éste no presente su informe, o incluso, sin la presencia de su delegación.
 



Lo anterior ha generado descontento entre la mayoría de los miembros de la comunidad internacional respecto del actuar de estos comités y a considerar que se exceden en el uso de las facultades que se le han conferido, por lo que recientemente, en el año 2012, con 85 votos a favor, cero votos en contra y 66 abstenciones, en el seno de la Asamblea General de Naciones Unidas, se adoptó la resolución 66/254 con el objetivo de regular y fortalecer el funcionamiento adecuado de los distintos Comités de derechos humanos. La adopción de dicha resolución muestra que la mayoría de las naciones del mundo concuerdan en que hay que mejorar el funcionamiento de los comités, pues actualmente sus funciones se alejan del mandato que originalmente les fue conferido, interpretando las convenciones o pactos a su conveniencia y generando así obligaciones para los Estados que resultan ser más distintas o amplias a las que originalmente acordaron.
 



-Si lo que Chile realmente pretende es la adecuada protección, promoción, defensa y garantía de los derechos de las mujeres, la ratificación del Protocolo facultativo no es la solución. El problema está en creer que un órgano internacional va a solucionar los problemas internos de cualquier país. Para que estos problemas encuentren solución, se tienen que atacar de raíz, de adentro, y eso es justamente lo que reconocían los redactores de la DUDH, que nadie mejor que las Naciones mismas pueden implementar y promover el reconocimiento y respeto de los derechos humanos.
 



Chile no necesita que un Comité Internacional, que no toma ampliamente en consideración su contexto interno, venga a decirle qué debe o no debe hacer para dar una solución eficaz a los retos a los que se enfrentan las mujeres. Chile lo que necesita es hacer un ejercicio de introspección y desarrollar e implementar medidas adecuadas al contexto nacional especifico que se vive a nivel nacional. Si Chile como país aún no es cien por ciento capaz de tomar en cuenta todas las realidades sociales que convergen en un mismo territorio para dar solución a todos y cada uno de los retos a los que se enfrenta, consideramos que es irracional pensar que un Comité que ni siquiera recoge o toma en consideración estas realidades tan distintas que corresponden a un solo país, va a lograr solucionar de manera más eficiente que el parlamento o el Gobierno mismo, los retos a los que se enfrentamos las mujeres en este país. En vez de erogar una importante fracción del gasto público al mantenimiento de este Comité y a la implementación de sus recomendaciones, Chile debería de pensar más estratégicamente y abocar esos recursos, tiempo y trabajo al análisis, diseño e implementación de políticas públicas que ataquen estos problemas de raíz y den a las mujeres una solución y protección efectiva de sus derechos, que es justo lo que todas las mujeres merecemos.
 



Finalizó sus palabras expresando que por todo lo consignado anteriormente, considera que Chile no debe de ratificar el Protocolo facultativo CEDAW.

SESIÓN CELEBRADA EL 9 DE OCTUBRE DE 2019

En esta sesión se escuchó a representantes del Ejecutivo, quienes manifestaron el punto de vista institucional respecto del Protocolo Facultativo.

EMBAJADORA MARIANA DURNEY

DIRECTORA GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

 



La Directora General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajadora Mariana Durney, inició sus palabras con una mención a la Convención Contra Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW), que fue suscrita por el Estado de Chile el 17 de julio de 1980, entrando en vigencia internacional para nuestro país el 7 de diciembre de 1989. Asimismo, fue publicado en el Diario Oficial con fecha 9 de diciembre de 1989, incorporándose desde esa fecha al ordenamiento interno nacional.
                                           El artículo 17 de la Convención, dispone la creación del Comité Contra todas las Formas de Discriminación, con el fin de examinar los progresos realizados por los Estados Partes en la aplicación de dicho instrumento. Dicho Comité está compuesto por veintitrés expertos de gran prestigio moral y competencia en la esfera abarcada por la Convención, los que son elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales, y ejercen sus funciones a título personal. 
                                           Como se advierte, dicho Comité ya existe y cuenta con la aprobación de Chile, al haber ratificado la CEDAW. 
                                           El Protocolo Facultativo (PF) que nos ocupa es un acuerdo que viene en fortalecer la aplicación de la Convención contra todas las formas de Discriminación contra la Mujer, estableciendo dos vías para exigir los derechos consagrados en ella. En primer lugar, establece un mecanismo de comunicaciones individuales presentadas por la persona afectada o por un grupo de personas (por ejemplo, una ONG) para informar de una violación de los derechos estipulados en la Convención (art. 2 del PF). El segundo procedimiento es la investigación, de oficio, que puede llevar a cabo el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer al tener conocimiento de la existencia de una violación <<grave y sistemática>> de los derechos de la mujer en un Estado determinado (art. 8 del PF).

Sobre la adopción del Protocolo Facultativo CEDAW

 



Explicó que el Protocolo Facultativo de la CEDAW fue adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas, mediante la Resolución A/RES/54/4 de 6 de octubre de 1999 (en su 54° período de sesiones). Esta Resolución fue aprobada en la 28ª sesión plenaria por consenso, basándose en el proyecto de resolución A/54/L.4, recomendado por el Consejo Económico y Social, a propuesta de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer.
 



Este instrumento entró en vigencia internacional el 22 de diciembre de 2000 y son Partes 109 Estados. De América Latina: Antigua y Barbuda, Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, República Dominicana, Ecuador, Guatemala, México, Panamá, Paraguay, Perú, Santo Tomé y Príncipe, San Kits y Nevis, Uruguay y Venezuela. No son parte de este instrumento: Cuba, Chile y El Salvador.
 



El Protocolo Facultativo fue suscrito por Chile el 10 de diciembre de 1999 y se encuentra sometido a aprobación legislativa desde el 2001, año en que la Cámara de Diputados lo aprobó en primer trámite constitucional. Desde esa fecha se encuentra radicado en este Honorable Senado, donde recientemente ha sido aprobado (por unanimidad) en la Comisión de Relaciones Exteriores.

Sobre el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer

 



Señaló que el Comité fue creado por la CEDAW y es el órgano de expertos independientes que supervisa la aplicación de la Convención, la que fue suscrita por nuestro país el 17 de julio de 1980. Es decir, ya cuenta con el reconocimiento del Estado de Chile y ya existe un diálogo efectivo con el mismo. En efecto, Chile ha presentado ante este órgano los informes que establece la Convención y ha sido objeto de recomendaciones por parte del mismo.
 



Mencionó que el Comité sigue el modelo de otros órganos de seguimiento de tratados previsto en la mayoría de los instrumentos sobre Derechos Humanos. En esa misma línea, destacó que el Protocolo establece respecto de la competencia del Comité: (1) la necesidad de agotar los recursos internos; y (2) solo puede emitir recomendaciones que no son vinculantes para los Estados Parte.
 



Respecto a su composición, recordó que el artículo 17 de la Convención establece, como se mencionó, que será integrado por veintitrés expertos de gran prestigio moral y competencia en la esfera abarcada por la Convención, que son elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales, y ejercerán sus funciones a título personal. Además, señala que se tendrán en cuenta una distribución geográfica equitativa y la representación de las diferentes formas de civilización, así como los principales sistemas jurídicos. 
 



Desde 1982 hasta la actualidad, 104 especialistas han servido en calidad de miembros del Comité. Actualmente está presidido por la señora Gladys Acosta del Perú y entre sus miembros se encuentran expertos provenientes de Arabia Saudita, China, Egipto, Filipinas, Francia, Japón, Noruega, entre otros.

Sobre Reservas y posibles declaraciones

 



Destacó que el Protocolo Facultativo, de acuerdo a su artículo 17, no admite reservas. No obstante, aquello, en su artículo 10, establece que “todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o ratificación del presente Protocolo, o de la adhesión a él, declarar que no reconoce la competencia del Comité establecida en los artículos 8 y 9.”.
 



Dicha declaración, comentó, es una facultad que el mismo instrumento otorga a los Estados Parte de la CEDAW, para declarar que no reconocen las competencias especiales del Comité de la CEDAW (de los artículos 8 y 9 del PF-CEDAW), que habilitan al Comité para iniciar investigaciones de motu proprio contra los Estados Parte en el evento de recibir información sobre violaciones graves o sistemáticas de los derechos establecidos en la Convención.
 



Finalmente, mencionó que, de acuerdo a lo manifestado por el Ministro, señor Teodoro Ribera, a la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado, el Ejecutivo tendría la voluntad de, si el Congreso Nacional aprueba finalmente el Protocolo Facultativo de la CEDAW, de avanzar en la ratificación del mismo. A su vez, el Ejecutivo ha indicado que no haría uso de la posibilidad consagrada en el artículo 10 de excluir la competencia del Comité para conocer de las situaciones de los artículos 8 y 9, pero sí estaría considerando la formulación de declaraciones interpretativas que aclaren el sentido o alcance del instrumento.
 



Estas declaraciones interpretativas expresarían el compromiso del Estado con avanzar en la promoción y protección de los derechos de la mujer; también explicitarían el alcance de las medidas provisionales tratándose de derechos económicos sociales y culturales; adicionalmente, destacaría los principios de subsidiariedad del sistema internacional (asegurar el agotamiento de los recursos internos) y la no retroactividad; y también se destacaría la no afectación del derecho a la vida del que está por nacer, toda vez que nuestro país entiende que no está en el espíritu ni en la letra del Protocolo desconocer o eludir la protección que el Estado da en el orden interno a la protección de la vida del que está por nacer, la que se estima como un bien superior.
LA JEFA DE REFORMAS LEGALES DEL MINISTERIO DE LA MUJER Y LA EQUIDAD DE GÉNERO, SEÑORA CAROLINA CONTRERAS


La jefa de reformas legales del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, señora Carolina Conteras, basó su exposición en las implicancias que ha tenido para Chile la ratificación de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW).

Evocó que Chile tempranamente suscribió la Convención el año 1980 y la ratificó el año 1989 y su contenido emana de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y del Principio de la no discriminación, del reconocimiento de que las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.

Agregó que, a partir del año 1989, todas las reformas civiles, penales, laborales y de otra naturaleza impulsadas desde la perspectiva de la condición de la mujer en nuestro país, han estado inspiradas en la Convención y han tenido como referente sus disposiciones en cuatro puntos esenciales:


-Erradicar las discriminaciones contra la mujer y consolidar la igualdad de derechos, deberes y oportunidades respecto de los hombres.


-Impulsar la participación de la mujer en todos los espacios en igualdad de condiciones con el hombre como un aspecto esencial del desarrollo integral en Chile.


-Potenciar una cultura de corresponsabilidad en el cuidado de la familia.


-Asegurar el acceso en igualdad de condiciones a la educación, a los servicios de salud y otras áreas.


Añadió que Chile, con esos propósitos, ha impulsado un conjunto de reformas en nuestra legislación que han tenido impacto en la mujer, la ley N°19.023, que creó el Servicio Nacional de la Mujer y la ley 19.820, que creó el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género. Además, ha llevado adelante modificaciones en distintos cuerpos legales como la ley N°19.335, que introdujo el régimen de participación en los gananciales; la ley N°19.585, en materia de filiación; la ley N°20.005, que tipifica y sanciona el acoso sexual en el trabajo; la ley N°20.066 sobre violencia intrafamiliar; la ley N°20.545, que extiende el descanso post natal y la ley N°20.480, que establece y tipifica el delito de femicidio.

Comentó que está vigente el Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades, que fija la hoja de ruta hacia el año 2030 en dicha materia.


Indicó que en el último año se han publicado tres nuevos cuerpos legales, dos de ellas que apuntan a eliminar discriminaciones arbitrarias, la ley del fuero maternal a las mujeres integrantes de las Fuerzas Armadas, Carabineros y Policía de Investigaciones, y la ley de lactancia materna libre, que reconoce expresamente el derecho de las mujeres de amamantar a sus hijos en espacios públicos sin ser perturbadas.


Por último, mencionó la ley N°21.153, que modifica el Código Penal para tipificar el delito de acoso sexual en espacios públicos y las iniciativas en estudio en el Congreso Nacional como la reforma constitucional que establece la obligación del Estado de evitar discriminaciones arbitrarias, la que crea el beneficio de sala cuna, la que modifica el Código Civil para suprimir el impedimento de segundas nupcias.

Destacó que la Convención CEDAW es un referente para contribuir a la erradicación de la violencia y en equiparar la cancha entre hombres y mujeres. Y es así que Chile ha presentado siete informes periódicos ante el Comité de la CEDAW, siendo presentado el último en febrero de 2018.


CONSULTAS Y COMENTARIOS

 



La Senadora señora Muñoz quiso saber los fundamentos del Ejecutivo para efectuar una declaración interpretativa y cuál sería su contenido.

 



La Directora General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajadora Mariana Durney, expresó que a pesar de que el artículo 10 del Protocolo no permite la formulación de reservas al instrumento jurídico completo, lo que sí permite es que el país exima del Comité la posibilidad de conocer de aquellos casos de violaciones graves y sistemáticas, en forma de muto proprio, por la vía de un procedimiento especial.

 



Explicó, que el Gobierno no quiere utilizar el artículo 10, esto es, no quiere privar al Comité de la posibilidad de conocimiento que tiene de esas materias, pero sí quiere realizar una declaración interpretativa con el objetivo de precisar el contenido, alcance y la forma en que el Estado entiende que deben cumplirse esas obligaciones.

 



Así, indicó que se quiere reafirmar a) el compromiso de avanzar en la protección y promoción de los derechos de la mujer; b) en cuanto a las medidas provisionales, el Protocolo permite una vez iniciado un procedimiento del artículo 10 la implementación de tales medidas; c) en materia de derechos sociales, económicos y culturales deben ser implementados por los Estados de manera progresiva, de acuerdo a sus facultades económicas, legales y sociales; d) respecto de la subsidiaridad del sistema internacional, al no sustraerse Chile del conocimiento de las violaciones sistemáticas y que configura un procedimiento que puede activar de muto proprio el Comité, lo que quiere el Gobierno es que ello no se utilice para soslayar o evitar el procedimiento de denuncias individuales, porque efectivamente se podría eludir el procedimiento de denuncias individuales e ir directamente a un procedimiento de violación sistemática y masiva sin antes agotar las vías internas del país; e) la irretroactividad de las disposiciones de cualquier tratado o ley que se incorpora a la ley interna, esto es, como no existe una norma específica en el Protocolo respecto de la materia, decir que las reclamaciones se tienen que referir a hechos que ocurran con posterioridad a la entrada en vigencia del Protocolo para nuestro país y f) la protección que en estos momentos la legislación chilena da a la vida del que está por nacer se entiende que no se afecta por el hecho de suscribir el Protocolo.

 



La Senadora Órdenes destacó la importancia de avanzar en la tramitación legislativa de aprobación del Protocolo Facultativo y recordó que el año 2003 ejerció como Directora Regional del Servicio Nacional de la Mujer, época en que en los encuentros de directoras regionales a nivel nacional siempre se manifestó la preocupación por haber transcurridos tantos años sin arribar a la aprobación del instrumento internacional.

 



Echó de menos una mayor apertura, porque se aprecia una visión conservadora de algunos sectores del país que explican la tardanza en aprobar el Protocolo Facultativo.

-------
VOTACIÓN DEL PROYECTO DE ACUERDO

En sesión de fecha 13 de noviembre de 2019 y previo a la votación del proyecto de acuerdo que Aprueba el Protocolo facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, la Senadora señora Allende respecto de la eventual formulación de declaraciones interpretativas que aclaren el sentido o alcance del instrumento, particularmente en lo que atañe a la no afectación del derecho a la vida del que está por nacer, dejó expresa constancia respecto de la vigencia de legislación interna que permite la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales. Dicha normativa, afirmó, constituye una manifestación del ejercicio de la soberanía para establecer una regulación sobre la materia, la que no debe verse afectada por una determinada interpretación relativa al texto sometido a la consideración de la Comisión.

Seguidamente, la Presidenta de la Comisión Especial, Senadora señora Muñoz, puso en votación el proyecto de acuerdo.

La Senadora señora Provoste afirmó que, al inicio de la tramitación del proyecto de acuerdo ante la Comisión, no pudo preverse que, al momento de su votación, iba a configurarse un escenario que tornara particularmente relevante la aprobación de la iniciativa. En efecto, en el marco de una noción de derechos humanos como un límite al poder, aseveró que el convenio facultativo permite avanzar en esa dirección, sobre todo al constatar las graves vulneraciones de derechos de mujeres, niñas y adolescentes que se han producido durante los sucesos ocurridos en el país durante los meses de octubre y noviembre de 2019.

Por lo anterior, aseveró que la aprobación de la iniciativa permite avanzar en el reconocimiento de los derechos humanos de las mujeres, lo que genera, entre otros, el deber del Estado consistente en promover y respetar el ejercicio del derecho a manifestarse pacíficamente.

En consecuencia, manifestó su voluntad de aprobar el proyecto de acuerdo.

La Senadora señora Allende coincidió con la necesidad de promover el respeto de los derechos humanos, sobre todo en un contexto en que se han verificado graves violaciones a las garantías fundamentales de mujeres, niñas y adolescentes, sin que ello hubiere generado una respuesta institucional adecuada y oportuna por parte del Ejecutivo.

La Senadora señora Muñoz, respecto de la declaración interpretativa que formularía el Ejecutivo, opinó que dicho acto, lejos de implicar una reserva o falta de reconocimiento del protocolo, sólo constituye una especie de salvaguarda acerca de determinados aspectos contenidos en la legislación interna. En ese contexto, remarcó que el protocolo constituye un instrumento jurídico que se aboca de manera específica a los derechos humanos de las mujeres, lo que permite aunar la normativa internacional sobre la materia y generar un cambio civilizatorio respecto de las actuaciones del Estado, al introducir una variable de género.

La Senadora señora Von Baer, en primer lugar, valoró la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer; con todo, sostuvo que la aprobación del instrumento sometido a la consideración de la Comisión -esto es, el "Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer”- generaría una serie de problemáticas para el derecho interno, toda vez que contempla diversas disposiciones que extienden excesivamente el contenido de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer.

Dicha circunstancia, aseveró, podría afectar las decisiones que democráticamente adoptan los Estados. Por lo anterior, manifestó su voluntad de rechazar el proyecto de acuerdo.

- Puesto en votación en general y en particular el proyecto de acuerdo, fue aprobado por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Allende, Muñoz y Provoste y 1 voto en contra de la Senadora señora Von Baer.
-------
TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión Especial Encargada de conocer iniciativas y tramitar proyectos de ley relacionados con la mujer y la igualdad de género propone aprobar el proyecto en informe en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Relaciones Exteriores:

PROYECTO DE ACUERDO:
"Artículo único.- Apruébase el "Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer", adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 6 de octubre de 1999.".

-------
Acordado en sesión celebrada con fecha 30 de septiembre de 2019, con asistencia de las Senadoras señoras Isabel Allende Bussi, Carmen Gloria Aravena Acuña, Adriana Muñoz D´Albora (Presidenta), Yasna Provoste Campillay y Ena Von Baer Jahn; en sesión celebrada el 9 de octubre de 2019, con asistencia de las Senadoras señora Adriana Muñoz D´Albora (Presidenta), Ximena Rincón González (en reemplazo de la Senadora señora Yasna Provoste Campillay) y Ximena Órdenes Neira (en reemplazo de la Senadora señora Isabel Allende Bussi) y en sesión celebrada el 13 de noviembre de 2019, con asistencia de las Senadoras señoras Isabel Allende Bussi, Adriana Muñoz D´Albora (Presidenta), Yasna Provoste Campillay y Ena Von Baer Jahn.

Sala de la Comisión, a 14 de noviembre de 2019.
PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR
Secretaria abogada de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE CONOCER INICIATIVAS Y TRAMITAR PROYECTOS DE LEY RELACIONADOS CON LA MUJER Y LA IGUALDAD DE GÉNERO, recaído en el proyecto de ACUERDO, en SEGUNDO trámite constitucional, que Aprueba Protocolo facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer

(Boletín n° 2.667-10)

I.PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Reconocer la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, para conocer las denuncias presentadas por personas o grupos de personas, sujetos a la jurisdicción del Estado Parte, que aleguen ser víctimas de una violación de cualquiera de los derechos enunciados en la Convención, o en nombre de esas personas o grupos de personas.
El referido Comité fue establecido en el artículo 17 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, conocida por sus siglas en inglés como CEDAW, instrumento internacional publicado en el Diario Oficial de 9 de diciembre de 1989.

II.
ACUERDOS: Aprobado en general y en particular por 3 votos a favor, de las Senadoras señoras Allende, Muñoz y Provoste, y 1 voto en contra de la Senadora señora Von Baer.
III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de un artículo único.

IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no hay.
V.
URGENCIA: no tiene.
VI.
ORIGEN INICIATIVA: Mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar.
VII.
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo. En la Cámara de Diputados el proyecto de acuerdo fue aprobado el año 2001 por 42 votos a favor (Acuña, Aguiló, Allende (doña Isabel), Ávila, Bustos, Ceroni, Elgueta, Encina, Gutiérrez, Hales, Hernández, Jarpa, Jocelyn-Holt, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier(don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma (don Andrés), Pérez (don José),Pollarolo (doña Fanny), Reyes, Rincón, Riveros, Saa (doña María Antonieta),Sánchez, Silva, Soria, Soto (doña Laura), Tuma, Velasco, Villouta y Walker (don Ignacio) y 20 en contra (Alessandri, Álvarez-Salamanca, Bertolino, Caminondo, Cardemil, Coloma, Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Dittborn, Errázuriz, Fossa, Galilea (don Pablo), García (don José), Kuschel, Martínez (don Rosauro), Masferrer, Melero, Monge y Vargas).
VIII.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 21 de agosto de 2001.
IX.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe, en general y en particular.

X.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 1) El Protocolo facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, adoptado por la Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas el 6 de octubre de 1999; 2) la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), ratificada por Chile el 7 de diciembre de 1989; 3) el inciso segundo del artículo 5° de la Constitución Política de la República, que establece que el ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, y consagra el deber de los órganos del Estado consistente en respetar y promover tales derechos garantizados en la Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.
_____________________________________________________________







Valparaíso 14 de noviembre de 2019.
PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR
Secretaria Abogada de la Comisión
Mauricio Fuentes Díaz

   Abogado ayudante
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